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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:

 Sentencia  – 2ª instancia –27 de agosto de 2018

Proceso:    
      Acción de Tutela 
Radicación Nro. :
 66001-31-03-004-2018-00498-01 
Accionante: 

 Jaime Ezequiel Bautista
Accionado:                    José Fernando Rojas Grisales y el Juzgado Primero de  Pequeñas Causas  y  Competencia  Múltiple
Vinculada:

 UNE EPM Telecomunicaciones SA. 

Magistrado Ponente:      Jaime Alberto Saraza Naranjo
Temas: 
 TRABAJO, BUEN NOMBRE Y HONRA/ IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN POR TRATARSE DE OTRO ASUNTO DE RELEVANCIA CONSTITUCIONAL/ PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD/ REVOCA-IMPROCEDENTE. 


Desde esta perspectiva, la acción está llamada a la improcedibilidad, por cuanto se ataca otra decisión de la misma naturaleza y lo que se pretende es que en ese otro asunto se le reconozcan los derechos, tanto al afectado, señor Rojas Grisales, como al aquí demandante, Jaime Ezequiel Bautista, en cuanto señala que le debe corresponder el 35% de lo que a aquel se le pague. 

Ahora, lo que hace especial este asunto es que la vulneración que aduce el señor Bautista radica en que el Juzgado de Pequeñas Causas interfirió en su relación con el allí demandante, al poner al descubierto que no es abogado, lo que causó que este asumiera su propia defensa, sin la intermediación de aquel y eso trastocó sus derechos, cuestión que, sin duda, también pudo ser controvertida allí, pero se omitió hacerlo. Como ello es así, también cae el asunto en la causal de improcedibilidad derivada de la subsidiariedad que es propia de este remedio constitucional, porque se dejó de discutir la pretendida irregularidad dentro del escenario propio que era aquella otra acción de tutela. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, veintisiete de agosto de dos mil dieciocho
Expediente: 66001-31-03-004-2018-00498-01 
Acta N° 315 de agosto 27 de 2018
Decide la Sala la impugnación contra la sentencia dictada el 5 de julio último, por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en la presente acción de tutela promovida por Jaime Ezequiel Bautista, contra José Fernando Rojas Grisales y el Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple, a la que fue vinculada UNE EPM Telecomunicaciones SA. 
ANTECEDENTES

Jaime Ezequiel Bautista, quien actúa en su propio nombre, promueve este amparo frente José Fernando Rojas Grisales y el Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple, en procura de la protección de sus derechos al trabajo, buen nombre y honra, que estima trasgredidos durante el trámite de una acción de tutela radicada con el número 66001-41-89-001-2018-00243-00 de la que conoció el despacho accionado. 

Los hechos relatados, admiten la siguiente síntesis:




En su calidad de escribiente público, ante el Juzgado Primero de Pequeñas Causas de Pereira, con su asesoría, el señor José Fernando Rojas Grisales impetró una acción de tutela contra UNE EPM Telecomunicaciones SA., con el fin de que le fuera reconocida una “pensión por sustitución” de su padre fallecido. Durante el trámite de la acción, en el juzgado se reunieron con su cliente y encontraron que él no era abogado, por lo que él se apersonó del asunto, lo que se tradujo en una persecución en su contra. 
Este amparo fue inicialmente repartido al Juzgado Séptimo Civil Municipal de esta ciudad, que requirió al actor para que esclareciera sus pretensiones (f.33, c.1). El libelista aclaró que su intención era que se ordenara al Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple local suspender temporalmente la acción de tutela que en favor de su cliente elaboró (f. 36, c. 1), para que luego, con su comparecencia, y una vez le fueran reconocidos los derechos pensionales a su cliente, se ordenara a UNE EPM Telecomunicaciones SA., que le page, a él, un porcentaje por su gestión (f. 6, c.1)  
El Juzgado Séptimo Civil Municipal remitió el asunto por competencia a los Jueces Civiles del Circuito de Pereira; por reparto le correspondió al Cuarto, que ordenó las citadas vinculaciones y decretó las pruebas que estimó pertinentes, entre ellas unas inspección a la acción de tutela que ante el Juzgado accionado se tramitó, cuya sentencia despachó desfavorablemente el amparo invocado por José Hernán Rojas Grisales (f. 65 a 74, c.1)
Por medio de apoderada judicial, la vinculada, UNE EPM Telecomunicaciones SA, adujo falta de legitimación en la causa por pasiva y solicitó desestimar las pretensiones del amparo.





Sobrevino el fallo de primer grado que negó el amparo por inexistencia de amenaza o vulneración de los derechos invocados. 




Impugnó el accionante, quien insistió en que el Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple interfirió “de manera desconsiderada e irrespetuosa”, para “torcer a su cliente” manifestándole que él no era abogado.
CONSIDERACIONES
El objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

El caso que ocupa la atención de la Sala, deviene por la inconformidad que le causa al accionante, el hecho de que durante el trámite de una acción de tutela, que él ayudó a elaborar, el Juzgado encartado le informara accionante que no era abogado, con lo cual, según denunció, interfirió en el acuerdo que previamente habían pactado él y su cliente, pues este asumió su propia defensa. 
Pero, para decirlo de una vez, la Corte Constitucional ha hecho énfasis, dentro de los requisitos de procedibilidad generales contra una decisión judicial, que la acción de tutela es inidónea para atacar lo acontecido dentro de un asunto de idéntico linaje, lo que, de ocurrir, la ubicaría en el campo de la improcedencia.

De tiempo atrás
, ha asumido una posición que se ha mantenido en el tiempo
, en ese sentido; recientemente la reiteró, al señalar en la sentencia T-093 de 2018: 

La Corte Constitucional, interpretando el artículo 86 de la Carta Política
, ha explicado que “de conformidad con el concepto constitucional de autoridades públicas, no cabe duda de que los jueces tienen esa calidad en cuanto les corresponde la función de administrar justicia y sus resoluciones son obligatorias para los particulares y también para el Estado. En esa condición no están excluidos de la acción de tutela respecto de actos u omisiones que vulneren o amenacen derechos fundamentales (…)”
.
3.2. Al respecto, este Tribunal ha señalado que para determinar la viabilidad o no del recurso de amparo contra providencias judiciales, debe verificarse que: 

(a) El asunto tenga relevancia constitucional; 

(b) La petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; 

(c) El actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; 

(d) En caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta lesiva de los derechos fundamentales; 

(e) El accionante identifique, de forma razonable, los yerros de la autoridad judicial que generan la vulneración; y 

(f) El fallo impugnado no sea de tutela
. 

3.3. En relación con el alcance de este último requisito, esta Corporación en la Sentencia SU-627 de 2015
 precisó lo siguiente:

(a) “Si la acción de tutela se dirige contra la sentencia de tutela, la regla general es la de que no procede”.

(b) “Esta regla no admite ninguna excepción cuando la sentencia ha sido proferida por la Corte Constitucional, sea por su Sala Plena o sea por sus Salas de Revisión de Tutela. En este evento solo procede el incidente de nulidad de dichas sentencias, que debe promoverse ante la Corte Constitucional”.

(c) “Si la sentencia de tutela ha sido proferida por otro juez o tribunal de la República, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional, cuando exista fraude y por tanto, se esté ante el fenómeno de la cosa juzgada fraudulenta, siempre y cuando, además de cumplir con los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, (i) la acción de tutela presentada no comparta identidad procesal con la solicitud de amparo cuestionada; (ii) se demuestre de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la sentencia de tutela fue producto de una situación de fraude (Fraus omnia corrumpit); y (iii) no exista otro medio, ordinario o extraordinario, eficaz para resolver la situación”.

En el mismo sentido, se ha pronunciado la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
. 
Descendiendo al caso de ahora, la situación encaja en esta restricción, dado que fue el señor Jaime Ezequiel Bautista quien inició la acción de tutela radicada al número 2018-00243-00, resuelta por el Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira (f. 65, c. 1), en representación de José Fernando Rojas Grisales, pero durante el trámite, el afectado le manifestó al despacho judicial que continuaría actuando en su propio nombre (f. 51, c. 1), por lo que, si alguna situación irregular hallaba en ello, pudo haberla planteado ante el juez constitucional para que se pronunciara sobre el particular; incluso, está abierto el camino de la eventual revisión, ya que la sentencia que allí se dictó, data del 14 de junio del presente año, durante la cual, el mismo Rojas Grisales podría discutir la afectación de sus derechos en relación con la representación, e incluso el señor Jaime Ezequiel Bautista podría recurrir a la Corte Constitucional para que, dentro de esa actuación, se resuelva sobre la calidad que dice tener. 

Desde esta perspectiva, la acción está llamada a la improcedibilidad, por cuanto se ataca otra decisión de la misma naturaleza y lo que se pretende es que en ese otro asunto se le reconozcan los derechos, tanto al afectado, señor Rojas Grisales, como al aquí demandante, Jaime Ezequiel Bautista, en cuanto señala que le debe corresponder el 35% de lo que a aquel se le pague. 
Ahora, lo que hace especial este asunto es que la vulneración que aduce el señor Bautista radica en que el Juzgado de Pequeñas Causas interfirió en su relación con el allí demandante, al poner al descubierto que no es abogado, lo que causó que este asumiera su propia defensa, sin la intermediación de aquel y eso trastocó sus derechos, cuestión que, sin duda, también pudo ser controvertida allí, pero se omitió hacerlo. Como ello es así, también cae el asunto en la causal de improcedibilidad derivada de la subsidiariedad que es propia de este remedio constitucional, porque se dejó de discutir la pretendida irregularidad dentro del escenario propio que era aquella otra acción de tutela. 
En consecuencia, si bien lo pretendido está llamado al fracaso, no lo es por la negativa que dispuso el Juzgado, sino por la improcedencia que aquí se declarará. 

  



Como en primera instancia se omitió, el fallo se adicionará para absolver a los demás intervinientes por no hallar de su parte, trasgresión de derechos a la accionante.





DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia proferida el 5 de julio de 2018 por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en la presente acción de tutela promovida por Jaime Ezequiel Bautista, contra José Fernando Rojas Grisales y el Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira.
En su lugar se declara IMPROCEDENTE.

Se adiciona, para absolver a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y en firme, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

A su regreso, archívese.  

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� Sentencia T-041 de 2010


� Sentencia T-133 de 2015; SU-055 de 2015


� “Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública (…)”. (Subrayado fuera del texto original).


� Sentencia C-543 de 1992 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo).


� Cfr. Sentencia C-590 de 2005 (M.P. Jaime Córdoba Triviño)


� M.P. Mauricio González Cuervo. 


� Sentencia de marzo 27 de 2009, ref. 11001-02-03-000-2009-00815-00, M.P. Arturo Solarte Rodríguez
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